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OPINIÓN

Desalinización multipropósito
para la resiliencia hídrica

L a crisis hídrica que atraviesa Chile ha dejado de ser
una contingencia climática para transformarse en un
desafío estructural de seguridad nacional. Ante este

escenario, la desalinización ha emergido no solo como una
solución técnica, sino como un pilar estratégico de nuestra
matriz productiva y social.
Sin embargo, para que esta tecnología alcance su máximo

potencial, deberíamos transitar desde una visión de proyectos
aislados hacia una infraestructura integrada con otras fuentes

y soluciones de gestión eficientes para los recursos hídricos,
generando una ruta estratégica, crítica y multipropósito.
El éxito de las políticas públicas de largo plazo reside en el
diálogo que el Estado sea capaz de liderar. En la desalación,
esta premisa adquiere relevancia: la infraestructura hídrica
es, ante todo, una responsabilidad del Estado. Solo el sector
público posee la escala y la temporalidad necesarias para
visualizar el territorio de manera integral, asegurando
que el desarrollo de estas plantas no responda a intereses
fragmentados, sino a una planificación nacional coherente.
Chile cuenta con una industria de desalación robusta, con 24
plantas operativas distribuidas en siete regiones y una cartera
de proyectos que -según datos de ACADES- promete
duplicar la capacidad actual en la próxima década. No
obstante, el desafío no es solo construir más, sino construir
mejor.
El concepto de infraestructura multipropósito es la clave

para la sostenibilidad del modelo. No es eficiente, técnica
ni ambientalmente, que cada proyecto industrial o minero
construya su propia planta y acueducto. El futuro exige
una infraestructura compartida, donde una planta pueda
abastecer a la minería, a la industria, al consumo humano
y, eventualmente, al riego agrícola a través de modelos
de intercambio de agua con otras fuentes. Una planta
multipropósito no solo optimiza costos operativos y de
inversión, sino que reduce la huella ambiental al evitar la
proliferación de ductos e instalaciones redundantes en las
zonas costeras.
Para este fin, la articulación público-privada y la planificación
territorial son indispensables. El Estado debe actuar
proactivamente en la reserva de espacios y fajas costeras
destinadas a estas infraestructuras. La escasez de suelo apto
en el litoral y la complejidad de las concesiones marítimas
obligan a tener una visión de "derecho de vía" y reservas
estratégicas para el despliegue de plantas de gran escala que
beneficien a múltiples usuarios. Sin una reserva de espacio
planificada por el Estado, corremos el riesgo de asfixiar el
desarrollo hídrico por falta de visión territorial.
Apostar por procesos de reflexión bajo el liderazgo de un

Estado que reserva espacio y fomenta la colaboración privada,
es una garantía para que el agua deje de ser una limitante y
se convierta en el motor del desarrollo sostenible. Es tiempo
de diseñar una infraestructura que no solo transporte agua,
sino desarrollo productivo, equidad y seguridad para las
próximas generaciones.

Antonia Bordas
Geógrafa y Asesora Consejo de Políticas
de Infraestructura (CPI).

Cuando moverse cuesta más:
transporte y desigualdad en regiones

Por Alejandra Lazo Corvalán
Académica Antropología Universidad de los Lagos,

Directora Alterna Núcleo Milenio en Transporte Justo ANID

Esta semana, la prensa
ha informado sobre un

alza histórica en el
precio de los combustibles,
con incrementos proyectados
de hasta $370 por litro en
gasolina y $580 en diésel,
lo que ya está generando
preocupación en el sector
transporte y en la vida
cotidiana de las personas.
Pero más allá del dato, lo

que este escenario vuelve a
evidenciar es una realidad
persistente: moverse en
regiones no es equivalente
a moverse en la capital. Y,
sin embargo, las decisiones
que afectan estos sistemas
siguen respondiendo, en
gran medida, a una lógica
centralista.

El alza del transporte
suele abordarse como
un problema técnico o
económico. Sin embargo,
en territorios del sur de
Chile, especialmente en
contextos rurales, insulares

y archipelágicos, se trata
de una expresión concreta
de desigualdad territorial.
Aquí, la movilidad cotidiana
depende de sistemas frágiles,
discontinuos y altamente
condicionados por el
clima, la geografía y la
infraestructura disponible.
No se trata solo de tomar un
bus: muchas veces implica
encadenar trayectos terrestres y

marítimos, asumir tiempos de
espera prolongados y enfrentar

costos acumulativos.
Las cifras que hoy circulan
son claras: gremios del
transporte advierten que el
impacto del alza del diésel

podría traducirse en aumentos

de hasta un 21% en los pasajes,
afectando directamente a
trabajadores, estudiantes y
familias. Es decir, el alza
del combustible no es un
fenómeno abstracto: se
traduce rápidamente en un
encarecimiento del derecho
a moverse.

En este contexto, resulta
especialmente revelador que
mientras se anuncia el
congelamiento de tarifas
en Santiago, en regiones
se recurre a mecanismos
indirectos, como la llamada
"ley espejo", para contener
el impacto. Esta diferencia
no es menor. Refleja
una histórica asimetría
en la forma en que se
priorizan los territorios y
se distribuyen los recursos
públicos.

Desde los estudios de
movilidad sabemos que
moverse no es solo desplazarse.

Es una práctica social que
involucra dimensiones afectivas,

relacionales y territoriales. En

investigaciones realizadas
en el sur de Chile, hemos
observado que los trayectos
cotidianos son espacios de
aprendizaje, socialización
y construcción de vínculos,
especialmente para niñas,
niños y adolescentes. Cuando
el transporte se encarece
o se precariza, no solo se
restringe el acceso físico, sino

también estas experiencias
fundamentales.

Por ello, el debate
actual no puede limitarse
a subsidios o ajustes
tarifarios. Lo que está en

juego es la posibilidad
de acceder a derechos
básicos: educación, salud,
participación comunitaria.
En territorios donde el
transporte es escaso o costoso,

estos derechos se vuelven
desiguales.
Avanzar hacia una movilidad

justa implica reconocer esta
diversidad territorial y diseñar

políticas situadas. También
exige abrir espacios reales de

participación, incorporando
el conocimiento de quienes
habitan estos territorios,
incluyendo a niños, jóvenes
y personas mayores.
El alza del transporte en
regiones no es solo un
efecto colateral del precio
del petróleo. Es un síntoma
de un problema estructural
más profundo: la desigualdad
en la forma en que se organizan

y gobiernan los territorios.
Mientras no abordemos esa
raíz, seguiremos enfrentando,

una y otra vez, el mismo
problema: que para muchos,
moverse seguirá costando
demasiado.
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